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Resumen: El presente estudio tiene como objetivo principal el análisis comparado de una 
institución controversial, pero importante dentro de los sistemas constitucionales en América 
Latina: el perdón presidencial. Para ello, se realiza un estudio comparado de 18 países desde 
los inicios del periodo republicano (siglo XIX) hasta las constituciones vigentes. El análisis re-
vela que los fundamentos jurídico-institucionales que adoptaron los países de América Latina 
fueron influenciados por el constitucionalismo norteamericano, especialmente en lo referente 
al concepto de prerrogativa lockeana y su relación con el bien público. Asimismo, se demuestra que 
el perdón no siempre fue una facultad presidencial, sino que también formó parte de las atribu-
ciones legislativas; no obstante, se estableció como una facultad estrictamente presidencial en la 
segunda mitad del siglo XX. Los resultados demuestran que los diseños jurídico-institucionales 
vigentes dotan a los poderes ejecutivos de una amplia discrecionalidad para ejercer el perdón 
presidencial, lo cual ha generado casos controversiales que cuestionan su legitimidad, la rela-
ción con el Estado de derecho y promueven su abolición. La importancia de esta investigación 
radica en una mejor comprensión del perdón presidencial y su rol dentro del sistema de frenos 
y contrapesos propio del Estado de derecho.
Palabras clave: perdón presidencial; prerrogativa; discrecionalidad; Estado de derecho; 
América Latina.
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Abstract: The present study has as its main objective the comparative analysis of  a contro-
versial yet important institution within constitutional systems in Latin America: the pardon 
power. To this end, a comparative study of  18 countries is conducted from the beginning of  
the republican period (19th century) to the current constitutions. The analysis reveals that the 
legal-institutional foundations adopted by Latin American countries were influenced by North 
American constitutionalism, particularly with regard to the concept of  the Lockean preroga-
tive and its relationship to the public good. Likewise, it is shown that the pardon power was not 
always a presidential power but also formed part of  legislative authority. Nevertheless, it be-
came strictly a presidential power in the second half  of  the 20th century. The results show that 
the current legal-institutional designs grant Executives broad discretion to exercise the pardon 
power, which has generated controversial cases that question its legitimacy, its relationship with 
the rule of  law, and even promote its abolition. The importance of  this research lies in achiev-
ing a better understanding of  the pardon power and its role within the system of  checks and 
balances inherent to the rule of  law. 
Keywords: pardon power; prerogative; discretionary; rule of  law; Latin America.

I. Introducción

¿Cómo configuran los distintos diseños jurídico-institucionales el ejercicio 
del perdón presidencial en los sistemas constitucionales de América Lati-
na? ¿Qué diferencias y similitudes presentan los marcos constitucionales 
que regulan el perdón presidencial en los países latinoamericanos? La presen-
te investigación tiene como objetivo general realizar un análisis comparativo 
de los diseños jurídico-institucionales del perdón presidencial en los sistemas 
constitucionales de América Latina.

En términos teóricos, el perdón presidencial se constituye como una fa-
cultad discrecional orientada a la búsqueda del bien público; en términos em-
píricos, su ejercicio representa las tensiones entre justicia y clemencia, y entre 
excepcionalidad y sujeción a la ley. Como concepto de prerrogativa, heredera 
del pensamiento lockeano, esta institución encarna el dilema clásico entre 
la soberanía ejecutiva y los límites normativos impuestos por el orden cons-
titucional. Por ende, la importancia de esta investigación trasciende la mera 
descripción normativa y se inscribe en el debate doctrinario sobre la natu-
raleza y los alcances del perdón presidencial en los regímenes democráticos.

Para lograr el objetivo propuesto, el texto se divide en cinco partes. 
La primera aborda los orígenes y las principales características del perdón 
como institución. La segunda se centra en el análisis del perdón como pre-
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rrogativa lockeana, y enfatiza la relación entre discrecionalidad, sujeción a la 
ley y la búsqueda del bien público. La tercera realiza un análisis comparado 
del perdón en las constituciones de América Latina, desde sus inicios en el 
siglo XIX hasta la actualidad. La cuarta analiza el perdón presidencial en los 
marcos jurídico-institucionales vigentes en América Latina, a partir de tres 
ejes: el grado de discrecionalidad, los tipos de indultos permitidos, y los delitos 
susceptibles de perdón. Finalmente, se establecen las conclusiones extraídas 
de la presente investigación.

II. El perdón como institución: orígenes, concepto y clasificación

El indulto es una institución tan antigua como el delito mismo (Herrero Ber-
nabé, 2012, p. 687). La consolidación de las monarquías transformó el indul-
to en un acto de clemencia real; sin embargo, también era ejercido por otras 
instituciones (Ruckman, 1997, pp. 251-252). Etimológicamente, el término 
proviene del latín tardío indulgente, que significa “concesión, complacen-
cia o perdón” (Carracedo Carrasco, 2017, p. 63). Originalmente, el objetivo 
del indulto era mantener el equilibrio social por lo que su aplicación busca-
ba el beneficio colectivo (Beca Frei, 2013, p. 489). Por lo general, el perdón 
se otorgaba en fechas o celebraciones públicas importantes, como Semana 
Santa o Navidad. Los motivos originarios del indulto se habrían perfecciona-
do en la actualidad, lo que lo ha constituido como “una herramienta de paz 
social y de compasión desde los Estados” (Beca Frei, 2013, p. 490).

A diferencia de lo señalado por Beca Frei (2013), Adler (citado en Ruc-
kman, 1997, p. 252) sostiene que el indulto surgió como una herramienta 
de “engrandecimiento económico y político”, caracterizada por la venta y la 
búsqueda de beneficios personales. En ciertos contextos, su otorgamiento 
favorecía al Estado como en los casos de indultos por homicidios o delitos 
graves a cambio de servicios militares (Ruckman, 1997, p. 252). Un aspecto 
central del indulto es su efecto: a diferencia de la amnistía, no elimina el de-
lito, sino que incide únicamente en la pena del condenado. Así, se constituye 
como un mecanismo de perdón y no de olvido (Carracedo Carrasco, 2017, 
p. 59).

https://doi.org/10.22201/iij.24484873e.2026.176.20864
https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/


4 de 40

Boletín Mexicano de Derecho Comparado, 59(176), 2026, e20864
Hugo Steven Palacios Amorín. El perdón presidencial como prerrogativa lockeana: análisis comparado del diseño jurídico-institucional 
del indulto y la conmutación de pena en América Latina

e-ISSN: 2448-4873 | DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24484873e.2026.176.20864
Esta obra está bajo una Licencia Creative Commons Reconocimiento-NoComercial 4.0 Internacional

El desarrollo histórico del indulto permitió diversificar su aplicación. 
Se distinguen dos clasificaciones principales: según el destinatario, particu-
lar y general; según su efecto sobre la pena, parcial o total (Beca Frei, 2013, 
p. 479). Otras clasificaciones consideran las motivaciones del indulto, y di-
ferencian razones humanitarias y comunes (Sar Suárez, 2016, p. 13). El in-
dulto particular puede solicitarlo cualquier ciudadano, pero su otorgamiento 
depende de la voluntad del presidente de la república, aunque los procedi-
mientos varían según el país (Beca Frei, 2013, p. 479). En contraste, el indulto 
general se aplica a un grupo de condenados que comparten características 
comunes, sin referirse a un individuo específico (Carracedo Carrasco, 2017, 
p. 74).

El indulto total se refiere al perdón de la pena aún no cumplida, de ma-
nera que esta deja de ejecutarse por completo (Carracedo Carrasco, 2017, p. 
71; Sánchez-Vera Gómez-Trelles, 2008, p. 11). En contraste, el indulto parcial 
afecta sólo a una parte de las penas pendientes y puede implicar la conmuta-
ción por una pena menos grave (Sánchez-Vera Gómez-Trelles, 2008, p. 11). 
Por otra parte, también existe una distinción entre indultos humanitarios y co-
munes, la cual responde a la necesidad del Estado de garantizar los derechos 
humanos, y refleja su vínculo con el Estado de derecho y el funcionamiento 
de la democracia.

III. El perdón como prerrogativa lockeana

1. La prerrogativa lockeana y su implicancia en el “bien público”

Un elemento común entre los pensadores contractualistas fue la existencia 
de un estado de naturaleza previo a los pactos políticos. Para Locke, este es-
tado se caracterizó por la libertad del individuo sin ninguna sujeción a una 
voluntad ajena. No obstante, esta libertad no debe ser entendida como “es-
tado de licencia”, ya que el hombre no posee la libertad de destruirse a sí 
mismo ni “tampoco a ninguna criatura de su posesión” (Locke, 2006, p. 12). 
El estado de naturaleza también se configuró como un estado de igualdad 
en donde “todo poder y jurisdicción son recíprocos, y donde nadie los disfru-
ta en mayor medida que los demás” (Locke, 2006, p. 10). De ese modo, Loc-
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ke configura un estado de naturaleza regido por la razón cuyo estado de paz 
puede ser quebrantado cuando algún hombre arremete contra los derechos 
de los demás.

Cuando la paz del estado de naturaleza se quiebra, debido a la inten-
ción de algunos hombres de atentar contra la vida de otros, se llega al esta-
do de guerra caracterizado por la “enemistad, malicia, violencia y mutua 
destrucción” (Locke, 2006, p. 24). Para evitar esto, los individuos adoptan 
un estado de sociedad, con el que se establece una autoridad (poder terrenal) 
que delibera los conflictos y resuelve las controversias surgidas en el estado 
de guerra, lo cual da lugar a la sociedad política o civil. La adhesión a esta 
nueva forma de sociedad es voluntaria, pues los hombres renuncian a su po-
der natural y lo ceden al poder público (Locke, 2006, pp. 88-89). Así, el poder 
político se configura de manera corporativa, y se orienta al bienestar colec-
tivo, con lo que surge el fin principal de la sociedad política: el bien público.

Como señala Tully (1991), “el fin del poder político es el bien públi-
co” (p. 619). En ese sentido, el bien público se vincula con la preservación 
del conjunto social, y, por extensión, de cada uno de sus miembros. El me-
dio para preservar la vida, la libertad y la fortuna es la ley (Locke, 2006, p. 
136). No obstante, Locke sostiene que existen circunstancias que escapan a la 
previsión de la ley, las cuales “han de dejarse necesariamente a la discreción 
de quien tenga el poder ejecutivo en sus manos, para que él decida según 
lo que el bien y el beneficio del pueblo requieran” (Locke, 2006, p. 159). 
En ello se fundamenta la noción de prerrogativa, entendida como la facultad 
de actuar más allá —e incluso en ausencia— de la ley cuando el bienestar 
público así lo demanda.

Corbett (2006) señala que Locke define en cinco ocasiones el concepto 
de prerrogativa a lo largo del Segundo tratado. En una de ellas, la describe como 
el “poder de actuar a discreción para el bien público, sin hacerlo conforme 
a lo prescrito por la ley, y aun contra ella en ciertos casos” (Locke, 2006, p. 
159). Todas las definiciones comparten dos elementos esenciales. Primero, 
la prerrogativa es un poder orientado al bien público; por ende, la legitimidad 
de la prerrogativa se justifica únicamente en la búsqueda de dicho bien. Se-
gundo, la prerrogativa se sitúa fuera del ámbito del derecho, por lo que puede 
operar tanto al margen como en contravención de la ley. Esta conceptuali-
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zación delimita los usos posibles de la prerrogativa, entre los cuales destaca 
el perdón, objeto central del presente estudio.

2. La prerrogativa del perdón: entre la discrecionalidad y la sujeción a la ley

El ejercicio del perdón responde a dos razones (Corbett, 2006). La primera 
es la búsqueda de misericordia, pues “hasta los culpables pueden ser perdona-
dos si ello no resulta en un perjuicio para los inocentes” (Locke, 2006, p. 159). 
La segunda se relaciona con la “idoneidad de la ley para gobernar” (Corbett, 
2006, p. 441). Es decir, se discuten los límites de la norma ante situaciones ex-
cepcionales que podrían generar un beneficio social. Por ende, la prerrogativa 
se justifica en aquellos escenarios no previstos por la ley, donde la aplicación 
estricta de la norma podría contrariar el bien común.

Ambas razones del perdón reflejan la búsqueda del bien público. La pri-
mera razón busca evitar que el perdón de un individuo dañe a otros hombres 
o a un sector de la sociedad, pues el perdón no puede ser causa de conflicto 
social. La segunda razón sostiene que el perdón se concede porque la acción 
no pretendió romper la legalidad ni afectar la propiedad de un inocente, sino 
promover el bienestar de quienes sufrieron el desastre. En conclusión, Locke 
ubicó el perdón en un punto crucial del debate jurídico-político sobre el in-
dulto: los límites entre la facultad discrecional y la ley.

El siglo XIX marcó la reglamentación de la prerrogativa del perdón 
en las diferentes constituciones de América Latina. Esto implicó que el in-
dulto quedara restringido por el imperio de la ley, paradójicamente tenien-
do a Locke como uno de los principales teóricos en materia de prerrogativa. 
No obstante, esto no solucionó la problemática en torno al debate suscitado 
entre el uso discrecional del perdón y el respeto a la ley. En la actualidad este 
debate es motivo de interpretaciones opuestas entre juristas y académicos. 
Algunos sostienen que el indulto es una prerrogativa “lockeana”, no sujeta 
a reglas, que debe aplicarse en situaciones imprevistas no reguladas por la 
ley (Harrison, 2001). Del mismo modo, Schultz (2001) considera que el indul-
to debe estar exento de controles. Así, considera que “Si los presidentes van a 
ejercer el poder de perdón con total flexibilidad, no pueden estar obligados 
por reglamentos burocráticos” (Schultz, 2001, p. 178).
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En el ámbito constitucional el debate se centra en dos posturas: la natura-
leza constitucional o extraconstitucional de la prerrogativa lockeana. La pri-
mera sostiene que esta prerrogativa actúa dentro del marco constitucional, 
mientras que la segunda afirma que opera fuera de él (Abshire, 2019). Para 
los primeros, ejercer la prerrogativa al margen de la ley contradice el Estado 
de derecho. Para los segundos, siguiendo a Locke, la prerrogativa es un poder 
extralegal que corrige las limitaciones del Estado de derecho (Corbett, 2006). 
Surge entonces la pregunta de ¿cómo justificar una prerrogativa extraconsti-
tucional según el pensamiento de Locke?

Para Abshire (2019, p. 752) la discreción extraconstitucional del Poder 
Ejecutivo garantiza el bien público. En ese sentido, los actos de prerrogativa 
no deben ser juzgados bajo un marco legal, sino por los beneficios colectivos 
brindados a la sociedad. Locke (2006) afirma que la prerrogativa sólo debe 
limitarse cuando promueve “un interés distinto al del pueblo” (p. 163). Así, 
para los extraconstitucionalistas, la prerrogativa del perdón o indulto es una 
herramienta presidencial orientada al bien público que supera el dilema dis-
crecionalidad/legalidad del perdón. No obstante, es necesario plantearse 
la pregunta de si el perdón contribuye al bien público, o, por el contrario, 
produce efectos adversos.

3. ¿El perdón como expresión del bien público?

El debate jurídico-político actual sobre el perdón se divide entre defensores 
y detractores (Carracedo Carrasco, 2017). La disputa central cuestiona la vi-
gencia del perdón en las democracias y la compatibilidad de la prerrogativa 
discrecional con el Estado de derecho. Los detractores sostienen que el per-
dón vulnera los derechos y afecta el sistema constitucional (Beca Frei, 2013). 
En cambio, los defensores afirman que el indulto fortalece el sistema de fre-
nos y contrapesos, al influir en los fallos judiciales, lo que lo convierte en un 
mecanismo de control gubernamental (Ruckman, 2001). En última instan-
cia, el debate sigue centrado en la tensión entre legalidad y prerrogativa, y en 
sus posibles beneficios o perjuicios para la sociedad.

Sarat (2005) sostiene que el uso del indulto marca los límites del Estado 
de derecho, los cuales no siempre son estables ni claros. Por ejemplo, la apli-
cación del indulto para defender el derecho a la vida genera visiones anta-
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gónicas: se valora de manera positiva cuando se beneficia a un sentenciado 
a muerte, pero negativamente si se otorga a un homicida o a un perpetrador 
de crímenes de lesa humanidad. Del mismo modo, se considera justo conce-
der el perdón para restituir el derecho a la libertad, pero también se percibe 
como un agravio a la honra y derechos de la víctima y sus familiares.

En el plano político también se perciben estos límites ambiguos. Uno de 
los casos de mayor relevancia fue el indulto concedido por Gerald Ford al ex-
presidente norteamericano Richard Nixon en octubre de 1974, que lo libró 
de posibles procesos por el escándalo Watergate. Esto generó desaprobación 
pública, pues se consideró que excedió su prerrogativa al indultar a alguien 
no juzgado (Rozell, 1994). Así, el indulto se percibió como un obstáculo 
al bien público. Sin embargo, hoy se argumenta que dicho indulto sirvió a los 
mejores intereses de la nación (Menitove, 2009). Incluso, Ford recibió el pre-
mio Profile in Courage en 2001, que reconoce a quienes actúan en favor 
del interés público sobre la conveniencia política.1

En síntesis, el perdón como prerrogativa mantiene una relación ambigua 
con el bien público. Los casos señalados demuestran que la discrecionalidad 
del presidente no siempre persigue dichos fines e incluso puede tener obje-
tivos opuestos. Por ende, la comprensión de las normas sobre perdón es cla-
ve para identificar hasta dónde puede llegar la discrecionalidad presidencial 
sin comprometer el interés general. Los siguientes dos apartados analizan 
los diseños jurídicos-institucionales del perdón presidencial en América Lati-
na, desde sus inicios hasta la actualidad, con el fin de analizar si dichos dise-
ños permiten controlar o facilitar los excesos de discrecionalidad.

1  El perdón en América Latina también genera controversias sobre el bien público. En Argen-
tina los indultos de los años 90 buscaron la reconciliación nacional tras la dictadura militar, 
pero provocaron protestas de ciudadanos y familiares de las víctimas, que los consideraron 
actos de impunidad y violación de derechos humanos. Un ejemplo reciente es el indulto al 
expresidente peruano Alberto Fujimori, condenado por delitos de lesa humanidad. Su libera-
ción respondió a intereses del presidente Pedro P. Kuczynski, que necesitaba votos de Fuerza 
Popular para evitar su destitución. Ello corrobora que el perdón también es usado para bene-
ficio propio o del entorno presidencial (Crouch, 2008), lo cual dista de sus objetivos iniciales.
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IV. El perdón presidencial en las 
Constituciones de América Latina

Describir el desarrollo del perdón presidencial en América Latina es impor-
tante porque permite entender su vínculo con la historia constitucional de la 
región. Como señala Negretto (2015), las constituciones no son estáticas, 
sino que cambian y modifican las reglas del régimen político. Estos cambios 
se reflejan en la materia electoral, en la relación entre los poderes del Estado 
y también en el perdón presidencial. En ese sentido, su evolución estuvo mar-
cada por las transformaciones constitucionales que caracterizan la política 
latinoamericana. Al inicio de la vida republicana esta prerrogativa también 
era ejercida por el Poder Legislativo; pero, con el tiempo, pasó a ser un po-
der casi exclusivo del Ejecutivo. Por ello, resulta necesario incluir el análisis 
del marco constitucional como un elemento central para comprender el al-
cance del perdón presidencial.

1. El perdón en el siglo XIX: de la herencia monárquica 
a la prerrogativa republicana

Como se mencionó, el perdón surgió en Europa como un atributo monárqui-
co ligado al derecho divino. Esta tradición fue transmitida a América a tra-
vés del proceso de colonización. En Norteamérica el perdón se heredó de la 
prerrogativa de los monarcas británicos de los siglos XVII y XVIII (Meni-
tove, 2009). En las colonias hispanoamericanas se mantuvo la tradición mo-
nárquica española institucionalizada por el poder virreinal. Con los procesos 
independentistas se rompieron los vínculos con las metrópolis, aunque per-
duraron varios elementos coloniales. Entre ellos, la institución del perdón 
fue uno de los legados que adoptaron las nuevas repúblicas americanas.

La independencia de los países americanos dio origen a un nuevo cons-
titucionalismo en el continente. Las nuevas naciones adoptaron mayori-
tariamente la forma republicana de gobierno; proclamaron la existencia 
de derechos naturales, y promovieron su defensa mediante el principio de se-
paración de poderes (Aguilar, 2002). Este primer constitucionalismo se carac-
terizó por su heterogeneidad, falta de originalidad y peculiaridad (Rolla, 2012). 
La heterogeneidad se reflejó en la diversidad de constituciones surgidas en la 
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región, aunque muchas compartían rasgos comunes derivados del derecho eu-
ropeo. No obstante, el referente que delineó la reorganización jurídica fue el 
constitucionalismo norteamericano. A pesar de ello, el derrotero de las dife-
rentes constituciones latinoamericanas estuvo fuertemente influenciada por la 
convergencia de posturas conservadoras, liberales y republicanas que respon-
dían a visiones diferentes sobre la autonomía individual y el autogobierno 
colectivo (Gargarella, 2014).

En consecuencia, no se desarrolló un constitucionalismo plenamente pro-
pio, sino un modelo influido por las tradiciones europeas y norteamericanas 
(Gargarella, 2016), con una evolución inestable que se evidencia en la exis-
tencia de cerca de 200 constituciones desde el inicio de la vida republicana 
(García-Huidobro, 2013). Como señala Portillo Valdés (2016), la constitución 
se convirtió, en la mayor parte de los casos, en un producto de determinadas 
influencias ideológicas, más que en el sustento jurídico que sirviera de soporte 
a las nacientes repúblicas latinoamericanas. Esto constituye una de las princi-
pales diferencias con el constitucionalismo norteamericano, lo que, a su vez, 
explica el ritmo acelerado de los cambios constitucionales en la región.

El desarrollo del perdón como institución republicana siguió la evolu-
ción del constitucionalismo latinoamericano; además, estuvo determinado 
por las diferencias en los diseños constitucionales de cada país y por la influen-
cia del derecho europeo y norteamericano. El análisis de las constituciones 
del primer siglo republicano muestra que el perdón, en sus formas de indulto 
y conmutación de pena, recaía tanto en el Poder Legislativo como en el Eje-
cutivo, con predominio del primero. Esto no es casual, como señala Aguilar 
(2002), las nuevas repúblicas buscaron proteger los derechos individuales me-
diante un Legislativo dominante, lo que también se reflejó en la prerrogativa 
del perdón. Así, del total de 113 constituciones del siglo XIX, 56 otorgaban 
el indulto al Legislativo, 28 al Ejecutivo, y 27 a ambos poderes. Sólo dos —la 
Constitución de Bolivia de 1843 y la de Guatemala de 1851— no contempla-
ban esta facultad (tabla 1). Esto enmarca la institución del perdón en la lógica 
de separación de poderes y controles mutuos que caracterizó a las repúblicas 
latinoamericanas en el siglo XIX.

Para identificar las particularidades de la institución del perdón durante 
el siglo XIX es necesario analizar el diseño constitucional de cada país. Así, 
en Argentina las constituciones del siglo XIX asignaron al Poder Ejecutivo 
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la potestad de conceder indultos. Sin embargo, esta prerrogativa debía ejer-
cerse con base en un informe previo del Poder Judicial. Así lo establece el ar-
tículo 83 de la Constitución de 1853, al disponer que el presidente puede 
“indultar o conmutar las penas por delitos sujetos a la jurisdicción federal, 
previo informe del tribunal correspondiente, excepto en los casos de acusa-
ción por la Cámara de Diputados”. La misma disposición se mantuvo en las 
constituciones de 1860, 1866 y 1898.

En contraste, las constituciones bolivianas no mantuvieron un patrón 
uniforme. La Constitución de 1826 otorgó esta facultad al Poder Legislativo. 
El artículo 43, numeral 16, establecía que el tribunado podía “conceder in-
dultos generales”. Esta atribución legislativa se mantuvo en las constituciones 
de 1831, 1834 y 1839, aunque con variaciones: las dos primeras la asignaron 
a la Cámara de Representantes, mientras que la de 1839 permitió que ambas 
cámaras pudieran “decretar amnistías y conceder indultos generales, cuan-
do lo exija la conveniencia pública” (art. 48, numeral 19). La Constitución 
de 1851 modificó este esquema al transferir el indulto al Poder Ejecutivo me-
diante el artículo 76, numeral 21, que le permitía “decretar indultos y am-
nistías por delitos políticos [...] y conmutar la pena capital en la de presidio 
o extrañamiento por diez años”.

La Constitución boliviana de 1861 restringió la facultad de conceder 
indultos por parte de la Asamblea. Aunque esta atribución seguía pertene-
ciendo al Poder Legislativo, sólo podía ejercerse “a petición fundada del Pre-
sidente de la República” (art. 26, núm. 16). La Constitución de 1871 agregó 
el requisito de un “previo dictamen afirmativo del Consejo de Estado” (art. 
45, numeral 16). Posteriormente, la Constitución de 1878 devolvió al Legis-
lativo la facultad plena de otorgar indultos, aunque exigía un “previo informe 
de la Corte Suprema” (art. 52, numeral 13). En síntesis, el constitucionalismo 
boliviano mantuvo el indulto en manos del Poder Legislativo. Sin embargo, 
las constituciones del siglo XIX incorporaron filtros provenientes del Ejecuti-
vo o del Poder Judicial para su ejercicio.

A diferencia de la mayoría de países latinoamericanos, Brasil mantuvo 
un régimen imperial durante gran parte del siglo XIX. No fue hasta 1889 
que se proclamó la República, al adoptarse un sistema de gobierno presiden-
cialista. La primera Constitución republicana fue promulgada en 1891, bajo 
la influencia del modelo estadounidense (Amaral Júnior, 2008). En este nuevo 
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contexto, el indulto se estableció como una facultad estrictamente presiden-
cial: “Compete privativamente ao Presidente da República: 6º) indultar e co-
mutar as penas nos crimes sujeitos à jurisdição federal, salvo nos casos a que 
se referem os arts. 34, nºs 28, e 52, § 2º” (art. 48, numeral 6). Como se obser-
va, el indulto estuvo sujeto a restricciones, aunque estas se referían a ciertos 
tipos de delitos y no a controles provenientes de otros poderes del Estado.

En Chile la Constitución Provisoria de 1818 otorgó la facultad del per-
dón al Poder Ejecutivo. El artículo 22 establecía que dicho poder podía “sus-
pender las ejecuciones capitales ordenadas y conceder perdón o conmutación 
de pena”. Las constituciones de 1822 y 1823 mantuvieron esta prerrogativa 
en manos del Ejecutivo, pero su ejercicio requería aprobación del Poder Le-
gislativo. El artículo 108 de la Constitución de 1822 indicaba que el director 
podía suspender ejecuciones y conmutar penas “obrando de acuerdo con el 
Supremo Tribunal de Justicia”, aunque sin conceder indultos generales sin la 
autorización legislativa. De modo similar, la Constitución de 1823 faculta-
ba al Ejecutivo a “indultar y conmutar penas con acuerdo del Senado” (art. 
18, numeral 15). La Constitución de 1828 transfirió el indulto al Congreso, 
que podía “concederlo en casos extraordinarios” (art. 46, numeral 13). Fi-
nalmente, la Constitución de 1833 devolvió esta facultad al presidente (art. 
82, numeral 15), aunque estableció que los indultos de ministros, generales 
e intendentes acusados por la Cámara de Diputados serían competencia ex-
clusiva del Congreso.

Durante la primera mitad del siglo XIX, Costa Rica mantuvo el indul-
to como atribución del Poder Legislativo. Las constituciones de 1824, 1844 
y 1847 confirman esta orientación. La Constitución de 1824 establecía en su 
artículo 69, numeral 24, que correspondía al Congreso “conceder amnistías 
o indultos generales en el caso que designa el artículo”, aunque el Ejecutivo 
podía proponerlos “cuando por algún grave acontecimiento peligre la salud 
de la patria” (art. 118). Las constituciones de 1844 y 1847 reafirmaron esta 
potestad, pero incorporaron restricciones en el número de votos requeridos 
para su aprobación. Así, la Constitución de 1844 dispuso que el Congreso po-
día “conceder, con los dos tercios de votos, amnistías o indultos sobre asuntos 
puramente políticos cuando lo exija el bien o la seguridad pública” (art. 106, 
numeral 19).
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Lo anterior cambió con la Constitución de 1848, cuando Costa Rica 
adoptó un sistema dual en el que la concesión del perdón correspondía tan-
to al Congreso como al Poder Ejecutivo. Sin embargo, las constituciones 
de 1859, 1869 y 1871 reasignaron nuevamente la facultad de indulto al Eje-
cutivo. La Constitución de 1859 establecía que el Poder Ejecutivo podía 
“conceder amnistías e indultos generales o particulares por delitos políti-
cos” (art. 110, numeral 19), disposición que se repitió en las constituciones 
de 1869 (art. 110, numeral 19) y 1871 (art. 107, numeral 19). Al igual que en 
algunas constituciones chilenas, los textos de 1844 y 1847 vinculaban la con-
cesión del perdón con la idea del “bien público”.

Las constituciones de Ecuador mostraron una clara preferencia por un 
sistema dual de concesión del perdón. La primera Constitución, de 1830, 
otorgaba al Congreso la facultad de “conceder indultos cuando lo exija 
la conveniencia pública” (art. 26, numeral 8). Sin embargo, la Constitución 
de 1835 permitió que el Poder Ejecutivo ejerciera ciertas atribuciones duran-
te el receso del Congreso, incluyendo la de “conceder indultos o amnistías 
generales o particulares” (art. 65, numeral 5). Las constituciones posteriores 
de 1845, 1851, 1852, 1869, 1878, 1884 y 1897 mantuvieron este modelo 
en el que el Ejecutivo podía indultar durante los períodos de receso legislati-
vo. Cabe destacar que las últimas tres constituciones utilizan el término “per-
dón” para referirse al indulto. Por ejemplo, la Constitución de 1897 establece 
como atribución del Poder Ejecutivo “Perdonar, rebajar o conmutar, confor-
me a la ley, y con las limitaciones que ella prescribe, las penas que se hubieren 
impuesto por crímenes o delitos” (art. 94, numeral 16).

En El Salvador, durante el siglo XIX, el perdón predominó como una fa-
cultad legislativa. De las nueve constituciones revisadas de este periodo, sólo 
una contempló un sistema dual, mientras que las restantes mantuvieron la ex-
clusividad legislativa. La Constitución de 1824 estableció que el Congreso 
tenía la capacidad de “Conmutar las penas de la ley, o perdonar los delitos co-
metidos y no contra las leyes de la federación, ni aquellas cuyo cumplimiento 
esté al cuidado de las autoridades federales” (art. 18, numeral 15). La Cons-
titución de 1864 fue la única que permitió que el Ejecutivo también pudiera 
conceder indultos (art. 35, numeral 12). Es relevante destacar que, aunque 
las constituciones posteriores mantuvieron el perdón como atribución legisla-
tiva, incorporaron la exigencia de un informe previo del Supremo Tribunal 
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de Justicia. Por ejemplo, la Constitución de 1880 señalaba que correspondía 
al Poder Legislativo “Conceder amnistías, indultos y conmutaciones de penas, 
con vista en los dos últimos casos, del informe que dé el Supremo Tribunal 
de Justicia” (art. 66, numeral 14).

Tabla 1. El perdón en las constitucio-
nes de América Latina del siglo XIX

País Poder Legislativo (PL) Poder Ejecutivo (PE) PL ∧ PE Ninguno

Argentina 1853, 1860, 1866, 
1898

Bolivia
1826, 1831, 1834, 
1839, 1861, 1868, 

1871
1851, 1878 1843

Brasil 1891

Chile 1828 1818, 1822, 1823, 
1833

Colombia 1821, 1830, 1832, 
1863 1843, 1853, 1886

Costa Rica 1824, 1844, 1847 1859, 1869, 1871 1848

Ecuador 1830, 1835, 1843, 
1861

1845, 1851, 1852, 
1869, 1878, 1884, 

1897

El Salvador
1824, 1841, 1871, 
1872, 1880, 1883, 

1885, 1886
1864

Guatemala 1825 1879 1880 1851

Honduras 1825, 1839, 1848, 
1865, 1873 1880, 1894, 1904

México 1824 1836, 1857 1843

Nicaragua 1826, 1838 1893 1858

Panamá 1865 1863, 1868, 1870, 
1873, 1875

Paraguay 1844, 1870
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Perú
1823, 1826, 1828, 
1834, 1839, 1856, 

1860

República 
Dominicana

1844, 1858, 1865, 
1866, 1874, 1875, 
1878, 1879, 1880, 

1881

1854, 1872 1877, 1887, 1896

Uruguay 1830

Venezuela 1830 1819,1864, 1874, 
1881, 1891, 1893 1857, 1858

Fuente: elaboración propia.

Guatemala experimentó las tres formas de concesión del perdón en el si-
glo XIX. La Constitución de 1825 estableció, como función de la Asamblea, 
“Conceder amnistía e indultos por aquellos delitos cuyo conocimiento perte-
nezca exclusivamente a los tribunales del Estado, cuando lo exija la tranquili-
dad y seguridad pública, y lo solicite el Poder Ejecutivo: decretándose por las 
dos terceras partes de votos” (art. 94, numeral 13). La Constitución de 1879 
otorgó esta facultad al Poder Ejecutivo mediante el artículo 78, que estable-
ce que “El Presidente de la República tiene la facultad de conmutar la pena 
que sea mayor en la escala general de la penalidad, por la inmediata inferior, 
y de conceder indulto por delitos políticos y por los comunes conexos”. Fi-
nalmente, la Constitución de 1880 instauró un sistema dual donde el indulto 
se configuró tanto como atribución del Poder Legislativo (art. 54, numeral 17) 
como del Poder Ejecutivo (art. 78).

Durante el siglo XIX las constituciones de Honduras mostraron una pre-
dilección por asignar la facultad del perdón al Poder Legislativo. La Cons-
titución de 1825 atribuía esta facultad a la Asamblea (art. 32, numeral 12), 
mientras que la Constitución de 1839 señalaba que correspondía a la Cáma-
ra (art. 26, numeral 6). Las constituciones de 1848, 1865 y 1873 reconocie-
ron al Poder Legislativo como responsable de conceder indultos y amnistías. 
La Constitución de 1880 permitió que el Poder Ejecutivo también pudiera 
ejercer la facultad del perdón, aunque únicamente durante el receso del Con-
greso, cuando la conveniencia pública lo exigiera o el solicitante contara 
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con servicios relevantes prestados a la Nación. Finalmente, la Constitución 
de 1894 regresó la atribución del indulto al Poder Legislativo.

En el siglo XIX las constituciones de México mostraron variaciones res-
pecto al depositario del poder del perdón. La Constitución de 1824 asignó 
dicha facultad al Congreso, para “Conceder amnistías o indultos por delitos 
cuyo conocimiento pertenezca a los tribunales de la federación en los casos 
y previos a los requisitos que previenen las leyes” (art. 50, numeral XXV). 
La Constitución de 1836 trasladó esta facultad al Poder Ejecutivo, y señaló 
que el presidente podía “Conceder o negar, de acuerdo con el Consejo y con 
arreglo a las leyes, los indultos que se le pidan, oídos los tribunales cuyo fallo 
haya causado la ejecutoria, y la Suprema Corte de Justicia” (art. 17, numeral 
XXVI). La Constitución de 1857 reafirmó la atribución presidencial, y preci-
só que era obligación del presidente “Conceder, conforme á las leyes, indultos 
á los reos sentenciados por delitos de la competencia de los tribunales fede-
rales” (art. 85, numeral XV). La Constitución de 1843 presentó un sistema 
dual, en el que el Congreso podía otorgar únicamente indultos generales (art. 
66, numeral XV), mientras que el presidente podía conceder indultos parti-
culares (art. 87, numeral XXVI).

En Nicaragua las constituciones de 1826, 1838, y 1858 establecie-
ron la concesión del indulto como una facultad legislativa. La Constitución 
de 1826 estableció que la Asamblea podía “Conceder por dos terceras par-
tes de votos amnistías e indultos cuando lo exija la tranquilidad y seguridad 
del Estado y lo solicite el Poder Ejecutivo” (art. 81, numeral XXVI). La Cons-
titución de 1838 señaló que el Congreso podía “Conceder amnistías e indul-
tos cuando lo exija la tranquilidad y la seguridad pública u otra causa grave 
y los proponga el Poder Ejecutivo, decretándose por las dos terceras partes 
de votos en ambas cámaras” (art. 109). En ambos casos, las constituciones 
restringen la aprobación de indultos a votación calificada. La Constitución 
de 1858 mantuvo la preponderancia del Poder Legislativo, pero permitió 
que el Poder Ejecutivo propusiera indultos y los concediera en caso de receso 
del Congreso (art. 55, numeral 23). Finalmente, la Constitución de 1893 de-
volvió la atribución del indulto al Poder Ejecutivo, y estableció limitaciones, 
como un informe favorable de la Corte Suprema, y restricciones para deter-
minados delitos (art. 100, numeral 8).
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Panamá mantuvo un sistema dual de concesión del perdón durante 
el siglo XIX. La única excepción fue la Constitución de 1865, que asignó 
la concesión de indultos generales o especiales a la Asamblea Legislativa (art. 
45, numeral 12). El resto de las constituciones permitió que el presidente 
de Estado concediera indultos, siempre que la Asamblea estuviera en receso. 
La Constitución de 1863 estableció que el presidente podía conceder indul-
tos “pero no cuando la Asamblea esté reunida, ni por delitos cometidos con-
tra ésta” (art. 59, numeral 6). Las constituciones de 1868, 1870, 1873 y 1875 
mantuvieron esta pauta respecto a la concesión del indulto.

Paraguay asignó la facultad de indultar, durante el siglo XIX, como 
una atribución estrictamente presidencial. La Constitución de 1844 estable-
ció que el presidente “Puede indultar o conmutar la pena capital en con-
formidad de lo dispuesto en el artículo quincuagésimo octavo del estatuto 
de justicia” (art. 20). La Constitución de 1870 reafirmó el indulto como pre-
rrogativa presidencial, pero introdujo limitaciones. El artículo 102, nume-
ral 5, indicó que el presidente “Puede indultar o conmutar las penas, previo 
informe del Tribunal competente, excepto en los casos de acusación por la 
Cámara de Diputados”. Así, se incorporó un filtro del Poder Judicial para 
la concesión del indulto.

Perú asignó la facultad de indultar como una prerrogativa estrictamente 
legislativa durante el siglo XIX. La Constitución de 1823 estableció que el 
indulto era exclusivo del Congreso (art. 60). La Constitución de 1828 aña-
dió el requisito de un “informe del Tribunal o Juez de la causa, siempre 
que concurran graves y poderosos motivos, y que no sean los casos excep-
tuados por la ley” (art. 90, numeral 30). La misma fórmula se repitió en las 
Constituciones de 1834 (art. 85, numeral 31) y 1839 (art. 87, numeral 40). 
Las constituciones de 1856 y 1860 eliminaron dicho requisito, y regresa-
ron a la fórmula de la Constitución de 1823, que establecía como atribución 
del Congreso “conceder amnistías e indultos”.

República Dominicana mostró una preferencia por establecer el indul-
to como facultad legislativa, como lo demuestran las constituciones de 1844, 
1858, 1865, 1866, 1874, 1875, 1878, 1879, 1880 y 1881. La Constitución 
de 1858 indicaba que el Congreso podía “Conceder indultos y amnistías par-
ticulares, con las excepciones que el interés social y privado exija: en ningún 
caso podrá concederlos por crímenes” (art. 58, numeral 12). Sin embargo, 
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la Constitución de 1854 (art. 35, numeral 27) y la de 1872 (art. 35, numeral 
27) trasladaron la facultad al Poder Ejecutivo. Algunas constituciones esta-
blecieron un sistema dual de concesión del indulto. La Constitución de 1877 
otorgó al presidente la atribución de “Conceder indultos generales o particu-
lares” (art. 45, numeral 22). El mismo modelo se aplicó en las constituciones 
de 1887 y 1896, aunque bajo el término “perdonar”.

En Uruguay la Constitución de 1830 otorgó la facultad de indulto al Po-
der Legislativo. La Constitución señalaba que le compete a la Asamblea Ge-
neral “Conceder indultos, o acordar amnistías en casos extraordinarios, y con 
el voto a lo menos de las dos terceras partes de una y otra Cámara” (art. 17, 
numeral 14). Esta constitución se mantuvo vigente durante todo el siglo XIX, 
por lo que el indulto fue exclusivamente una atribución del Congreso.

En Venezuela las constituciones del siglo XIX mostraron variaciones res-
pecto al depositario del indulto. La Constitución de 1819 estableció el indulto 
como facultad presidencial (artículo 17). La Constitución de 1830 lo asig-
nó al Congreso (art. 87, numeral 21). Las constituciones sucesivas restaura-
ron la prerrogativa presidencial, siendo el indulto atribución del Ejecutivo 
en 1864, 1874, 1881, 1891 y 1893. Algunas constituciones adoptaron un sis-
tema dual de concesión de indulto, como las de 1857 y 1858, en las cuales 
el Presidente debía solicitar permiso al Congreso para conceder indultos sólo 
en “casos de conmoción interior a mano armada que amenace la seguridad 
de la República, o de invasión exterior repentina” (art. 95, numeral 4, de la 
Constitución de 1858).

En síntesis, durante el siglo XIX el indulto fue mayoritariamente una pre-
rrogativa legislativa (Bolivia, Costa Rica, El Salvador y Perú). Sin embargo, 
algunos países lo asignaron al Ejecutivo (Argentina, Brasil y Paraguay), mien-
tras que otros establecieron un sistema dual, compartido por ambos poderes 
(Colombia, Ecuador, Panamá y República Dominicana). La concesión de in-
dultos no siempre dependía únicamente del poder correspondiente. En algu-
nos casos requería un informe del Poder Judicial (Argentina, Bolivia), o una 
votación calificada en el Congreso (Nicaragua, Uruguay, Venezuela). Ade-
más, muchas constituciones vinculaban el indulto al “bien público”, al usar 
expresiones como “utilidad pública”, “interés social y privado”, “convenien-
cia pública” o “tranquilidad y seguridad pública”, lo que refleja la influencia 
del pensamiento lockeano en la tradición constitucional latinoamericana.
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A diferencia del indulto, la conmutación de pena fue mayoritariamen-
te una facultad presidencial en las constituciones latinoamericanas del siglo 
XIX. No obstante, en algunos casos esta facultad recayó en otros poderes 
del Estado. Por ejemplo, en Colombia la Constitución de 1853 otorgaba 
al Poder Judicial la potestad de “Conmutar la pena capital, previo informe 
del Tribunal o Juez de la causa” (cap. VII, numeral 7). De manera similar, 
la Constitución de El Salvador de 1824 permitía al Congreso “Conmutar 
las penas de la ley, o perdonar los delitos cometidos y no contra las leyes de la 
federación” (art. 29, numeral 15). Otros casos se observan en las constitucio-
nes de Honduras, de 1848 y 1894, y en la Constitución de República Domi-
nicana, de 1844.

2. El perdón en el siglo XX: la consolidación de una facultad presidencial

Durante el siglo XX el perdón se consolidó como atribución del Poder Eje-
cutivo en la mayoría de los países latinoamericanos. De los 18 países de la 
región, 12 constituciones otorgaron la facultad estrictamente al presidente: 
Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Honduras, México, Panamá, 
Paraguay, Perú, República Dominicana y Venezuela. En dos países, Colombia 
y Ecuador, el perdón se concibió como una prerrogativa dual, tanto Ejecuti-
va como Legislativa. Sólo en tres casos, El Salvador, Nicaragua y Uruguay, 
el perdón permaneció como facultad legislativa. Guatemala fue el único país 
sin incluir el perdón en su marco jurídico. Este proceso refleja la consolida-
ción del perdón como una manifestación del fortalecimiento del presidencia-
lismo en América Latina (tabla 2).

En Argentina las constituciones continuaron la tradición del siglo XIX, 
y reconocieron el perdón como una atribución presidencial. Además, mantu-
vieron la exigencia de un informe previo del tribunal correspondiente como 
mecanismo de control sobre la discrecionalidad presidencial, presente en las 
constituciones de 1949, 1957 y la vigente de 1994.

En Bolivia las constituciones del siglo XX también conservaron el diseño 
institucional, que considera al indulto como facultad legislativa en las cons-
tituciones de 1938, 1945, 1947, 1967, 1995 y 2004. Esta situación cambió 
con la Constitución de 2009, durante el gobierno de Evo Morales, la cual 
lo estableció como una facultad presidencial.
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Brasil mantuvo la pauta observada en la Constitución de 1891. Las cons-
tituciones de 1934, 1946, 1967 y 1988 definieron el perdón como competen-
cia exclusiva del presidente de la República.

En Chile el siglo XX consolidó el perdón como prerrogativa del Poder 
Ejecutivo, como se establece en la Constitución de 1980 (art. 32, numeral 14). 
No obstante, la Constitución chilena permite el indulto legislativo cuando 
se trate de “funcionarios acusados por la Cámara de Diputados y condena-
dos por el Senado”.

A su vez, la Constitución colombiana de 1991 instauró un sistema dual 
de concesión del perdón. El Congreso puede “conceder, por mayoría de dos 
tercios de los votos de los miembros de una y otra Cámara y por graves mo-
tivos de conveniencia pública, amnistías o indultos generales por delitos polí-
ticos” (art. 150, numeral 17). Simultáneamente, el gobierno tiene la facultad 
de “conceder indultos por delitos políticos, con arreglo a la ley, e informar 
al Congreso sobre el ejercicio de esta facultad” (art. 201, numeral 2).

En Costa Rica la Constitución de 1917 otorgó al presidente la facultad 
de “conceder amnistías e indultos generales o particulares por delitos políti-
cos” (art. 99, numeral 12). La Constitución de 1949 reguló el indulto como 
una atribución mixta. Por un lado, establece que la Asamblea Legislativa 
puede otorgar amnistías e indultos generales por delitos políticos (art. 121, 
numeral 21). Por otro lado, considera que el Consejo de Gobierno (presiden-
te y ministros) puede “Ejercer el derecho de gracia en la forma que indique 
la ley” (art. 147, numeral 2). 

Por su parte, Ecuador adoptó un sistema dual para conceder amnistías 
e indultos, presente en casi todas sus constituciones del siglo XX (1906, 1929, 
1945, 1946, 1967, 1998 y 2008), excepto en la de 1979. Esta Constitución 
facultó a la Cámara Nacional de Representantes para “conceder amnistía 
general por delitos políticos e indultos colectivos por delitos comunes, cuando 
lo justifique algún motivo trascendental” (art. 59, inciso k). La Constitución 
vigente (2008) distingue ambos perdones: el Legislativo puede otorgarlos sólo 
por “motivos humanitarios” (art. 120, numeral 13), mientras que el Ejecutivo 
los concede con restricciones, según el tipo de delito y otras condiciones fija-
das por ley (art. 147, numeral 18).

El Salvador mantuvo la orientación establecida en el siglo XIX y conser-
vó un diseño institucional que atribuye la prerrogativa del perdón al Poder 
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Legislativo. En consecuencia, las constituciones de 1939, 1959, 1962, 1982 
y 1983 reconocen esta facultad como un atributo del Congreso.

En contraste, Guatemala confirió la potestad del perdón al Poder Ejecu-
tivo, según lo establecido en las constituciones de 1945, 1956 y 1965. Sin em-
bargo, la Constitución actual ya no contempla dicha atribución, debido a la 
derogación de la Ley de Indultos (Decreto Ley 159 de 1892).

Por su parte, Honduras inició el siglo XX con un sistema dual, según 
la Constitución de 1904, que facultaba al Congreso para “indultar y conmu-
tar las penas por motivo de justicia o equidad” (art. 73, numeral 8), mientras 
que el presidente podía ejercer dichas atribuciones durante el receso legis-
lativo: “conceder amnistías, indultos y conmutar las penas, como el Con-
greso en receso de éste” (art. 96, numeral 6). Las constituciones posteriores 
(1924, 1936, 1957 y 1965) suprimieron este modelo y concentraron la potes-
tad del perdón en el Poder Ejecutivo.

En la misma línea, México asumió el perdón como una facultad presi-
dencial en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917.

Nicaragua adoptó un diseño institucional que atribuye la concesión 
del perdón al Poder Legislativo. La Constitución de 1905 establece que es fun-
ción de la Asamblea Legislativa “conceder indultos o conmutaciones de pena 
a iniciativa del Poder Ejecutivo, previo informe favorable del Poder Judicial” 
(art. 62, numeral 34). Esta fórmula se reiteró en las constituciones de 1912 
y 1939. Posteriormente, la Constitución de 1948 introdujo un sistema dual, 
al facultar al presidente para otorgar indultos y amnistías durante el receso 
del Congreso (art. 180, numeral 3). Dicho esquema se mantuvo en las consti-
tuciones de 1950 y 1974, hasta la promulgación de la Constitución de 1987, 
que restituyó la concesión del indulto como atribución exclusiva de la Asam-
blea Nacional (art. 138, numeral 3).

Panamá también optó por el perdón como prerrogativa del Ejecutivo, 
como lo reflejan las constituciones de 1904, 1941, 1946 y 1972. Sin embargo, 
las constituciones de 1942 y 1952 trasladaron esta facultad al Poder Legis-
lativo. Esta última estableció que era competencia de la Asamblea General 
“conceder indultos por dos tercios de votos del total de componentes de la 
Asamblea General en reunión de ambas Cámaras” (art. 85, numeral 4). 

En la misma línea, Paraguay configuró el perdón como una atribución 
presidencial, según lo dispuesto en las constituciones de 1940, 1967 y 1992.
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El caso de Perú evidencia la adopción de distintos modelos constitucio-
nales en materia de perdón. La Constitución de 1920 atribuyó la facultad 
de indultar al Congreso (art. 83, numeral 20). Posteriormente, la Constitu-
ción de 1933 estableció un sistema dual, al disponer que el Congreso ejercía 
el derecho de gracia, pero facultaba al Poder Ejecutivo para conceder indul-
tos durante su receso (art. 123, numeral 22). Las constituciones de 1979 (art. 
211, numeral 23) y 1993 (art. 118, numeral 21) consolidaron esta prerrogativa 
como atribución presidencial.

De manera similar, la República Dominicana configuró el perdón como 
una potestad del Presidente en la mayoría de sus constituciones (1908, 1924, 
1934, 1942, 1947, 1955, 1960 y 1961). La única excepción fue la Constitu-
ción de 1907, que adoptó un sistema dual al reconocer el perdón legislativo 
(art. 23, numeral 19) y el presidencial (art. 48, numeral 23).

Uruguay, junto con El Salvador, fue uno de los pocos países que man-
tuvo la estabilidad de su diseño institucional a lo largo del siglo XX. Todas 
sus constituciones (1918, 1934, 1942, 1952 y 1967) atribuyeron la concesión 
del perdón al Poder Legislativo, lo que distingue a este país del resto de la re-
gión en la actualidad. 

En contraste, Venezuela consolidó el perdón como una facultad presiden-
cial durante el siglo XX, según lo establecido en las constituciones de 1904, 
1909, 1914, 1922, 1925, 1928, 1931, 1936, 1945, 1947, 1961 y 1999.

Tabla 2. El perdón en las constituciones de América 
Latina del siglo XX hasta la actualidad

País Poder Legislativo (PL) Poder Ejecutivo (PE) PL ∧ PE Ninguno

Argentina 1949, 1957, 1994

Bolivia 1938, 1945, 1947, 
1967, 1995, 2004 2009

Brasil 1934, 1946, 1967, 
1988

Chile 1925 1980

Colombia 1991
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Costa Rica 1917 1949

Ecuador 1979
1906, 1929, 1945, 
1946, 1967, 1998, 

2008

El Salvador 1939, 1950, 1962, 
1982, 1983

Guatemala 1945, 1956, 1965 1985

Honduras 1924, 1936, 1957, 
1965, 1982 1904

México 1917

Nicaragua 1905, 1912, 1939, 
1987 1948, 1950, 1974

Panamá 1942, 1952 1904, 1941, 1946, 
1972 

Paraguay 1940, 1967, 1992

Perú 1920 1979, 1993 1933

República 
Dominicana

1908, 1924, 1934, 
1942, 1947, 1955, 
1960, 1961, 2010

1907

Uruguay 1918, 1934, 1942, 
1952, 1967

Venezuela

1904, 1909, 1914, 
1922, 1925, 1928, 
1931, 1936, 1945, 
1947, 1961, 1999

Fuente: elaboración propia.

En resumen, el siglo XX consolidó el perdón como una facultad pre-
sidencial, especialmente en lo relativo al indulto, ya que la conmutación 
de pena se mantuvo históricamente vinculada al Poder Ejecutivo. La revisión 
histórica del constitucionalismo latinoamericano respecto al perdón presiden-
cial plantea diversas interrogantes. En primer lugar, las alternancias entre 
el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo —incluyendo los sistemas duales— 
invitan a cuestionar si algún otro poder ha experimentado un derrotero si-
milar en la región. En segundo lugar, es relevante destacar la incorporación 
de filtros a la concesión del perdón durante el siglo XX. Estos mecanismos 
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—independientes del órgano que los otorgue— permitieron incorporar el in-
dulto y la conmutación de penas dentro de una lógica de Estado de derecho, 
que limita su uso arbitrario por parte de los poderes estatales. A partir de este 
panorama histórico, resulta pertinente analizar de manera detallada cómo 
las constituciones actuales de América Latina regulan el perdón presiden-
cial, considerando sus atribuciones, límites y mecanismos de control dentro 
del marco exigido por el Estado de derecho.

V. El perdón presidencial en el marco jurídico-
institucional vigente de los países en América Latina

Este acápite analiza las constituciones y la normativa vigente sobre el perdón 
presidencial en América Latina, según tres elementos: a) grado de discreciona-
lidad, b) tipos de indultos permitidos (particular, general o impropio) y c) deli-
tos susceptibles de perdón. El primero se refiere a la capacidad del presidente 
para decidir libremente, es decir, a las restricciones que enfrenta al otorgar 
el perdón. El segundo analiza si el presidente puede extenderlo a indivi-
duos, colectivos o procesados. El tercero examina los delitos comprendidos 
por esta institución. Las constituciones analizadas son Argentina (1994), Bo-
livia (2009), Brasil (1988), Chile (1980), Colombia (1991), Costa Rica (1949), 
Ecuador (2008), El Salvador (1983), Guatemala (1985), Honduras (1982), 
México (1917), Nicaragua (1987), Panamá (1972), Paraguay (1992), Perú 
(1993), República Dominicana (2015), Uruguay (1967) y Venezuela (1999). 
Se considerarán también las reformas posteriores de cada Constitución para 
este análisis.

En Argentina las normas sobre perdón presidencial se encuentran en la 
Constitución, el Código Penal y la Ley 24.660. La Constitución establece 
que el presidente puede “indultar o conmutar las penas por delitos sujetos 
a la jurisdicción federal, previo informe del tribunal correspondiente, excep-
to en casos de acusación por la Cámara de Diputados”. El Código Penal (art. 
68) sólo regula el efecto del indulto sobre la extinción de la pena, mientras 
que la Ley 24.660 define el concepto para su aplicación, entendido como 
la calificación del interno según “la ponderación de su evolución personal 
de la que sea deducible su mayor o menor posibilidad de adecuada reinser-
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ción social”. La principal limitación está en el artículo 99, numeral 5, de la 
Constitución, que exige un informe previo no vinculante del tribunal co-
rrespondiente (Taglianetti, 2019, p. 451). Argentina permite tanto el indulto 
particular como el general, mas no a procesados para evitar la intromisión 
del Ejecutivo en funciones judiciales (Taglianetti, 2019, pp. 451-452). Ade-
más, se prohíbe conceder indultos, amnistías y conmutaciones por delitos 
de lesa humanidad (Ley 27156).

En Bolivia el perdón presidencial se regula por la Constitución de 2009 
y el Código Penal. El artículo 172, numeral 14, de la Constitución boliviana 
establece que el presidente puede “decretar amnistía o indulto, con la apro-
bación de la Asamblea Legislativa Plurinacional”. El Código Penal reconoce 
el indulto como causa de extinción de la pena. La Constitución permite el in-
dulto particular y general, pero no a procesados. En cuanto a delitos, el Có-
digo Penal prohíbe el indulto en casos de terrorismo, asesinato, traición a la 
patria y espionaje, mientras que la Ley núm. 170 añade financiamiento de te-
rrorismo y separatismo.

En Brasil el perdón presidencial se regula por la Constitución de 1988 
(art. 84, numeral 12), que establece que los indultos y conmutaciones de pena 
se otorgan “con audiencia, si fuese necesario, de los órganos instituidos en la 
ley”. El control lo ejerce el Poder Ejecutivo, a través del Consejo Nacional 
de Política Criminal y Penitenciaria (CNPCP), mediante un informe previo 
no vinculante (Machado y Alves, 2017). Brasil permite el indulto particular 
y general, pero no a procesados. Las restricciones sobre delitos están en la 
Constitución (art. 5, numeral 42), que prohíbe indulto por tortura, tráfico 
ilícito de estupefacientes, terrorismo y crímenes hediondos, definidos en la 
Ley núm. 8.072. La Ley núm. 8.930 añade el delito de epidemia con resulta-
do de muerte, y excluye la falsificación de productos médicos. La Ley núm. 
9.695 de 1998 amplía la prohibición a los delitos a falsificación, corrupción 
y adulteración de productos terapéuticos o medicinales.

En Chile el perdón presidencial se regula por la Constitución de 1980 
(art. 32, numeral 14), que otorga al presidente la atribución de “conceder 
indultos particulares en los casos y formas que determine la ley”. El Código 
Penal (art. 93) sólo menciona el indulto respecto a la extinción de la respon-
sabilidad penal. La Ley 18.050 de 1981 establece las normas para otorgar in-
dultos particulares y, tras el retorno a la democracia en 1990, se actualizaron 
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los marcos legales para su ejercicio. La legislación no limita la discrecionali-
dad presidencial, pues no exige informes ni aprobación de otros organismos. 
Sin embargo, la Constitución sólo permite indultos particulares; los indultos 
generales deben originarse en el Senado (art. 65). Las restricciones por tipo 
de delito se establecen en la Ley 18.050, complementada por la Ley 19.055, 
que modificó la Constitución de 1980, para permitir el indulto en casos 
de terrorismo, antes restringido en el artículo 9o. La prohibición no es ab-
soluta, ya que muchos delitos pueden ser indultados tras cumplir parte de la 
pena. El artículo 4o., inciso d, de la Ley 18.050 exige haber cumplido al me-
nos la mitad de la pena para 16 de los 21 delitos. Tres delitos (homicidio, 
duelo y calumnia) requieren cumplir al menos dos tercios de la pena (art. 4, 
inciso e). De los dos restantes, uno (tráfico de personas) queda excluido total-
mente, y el otro restringe el indulto a actos de terrorismo cometidos después 
de marzo de 1990.

En Colombia el perdón presidencial se regula por la Ley 77 de 1989 y la 
Constitución de 1991, que limitan el indulto a los delitos políticos. La Cons-
titución (art. 201, numeral 2) otorga al gobierno la facultad de conceder in-
dultos por delitos políticos. Los delitos comunes quedan excluidos del indulto 
(Milla, 2014, p. 337). Ordenamientos posteriores, como la Ley 40 de 1993, 
la Ley 418 de 1997 y la Ley 733 de 2002, también limitaron el indulto a de-
litos políticos, Por su parte, el Código Penal (art. 88) menciona la extinción 
de la sanción penal por indulto. La Constitución de 1991 (art. 201, numeral 
2) restringe el ejercicio discrecional del indulto, pues el presidente debe infor-
mar al Congreso sobre su concesión (Ley núm. 5 de 1992, art. 254,). Además, 
el Congreso tiene la atribución de conceder indultos generales (art. 150, nu-
meral 17). A partir de la Ley 418 de 1997 (art. 60), el indulto también puede 
aplicarse a procesados que confiesen y no hayan sido condenados con sen-
tencia ejecutoriada.

Como se señaló arriba, en Costa Rica el perdón es una atribución tanto 
del Legislativo como del Ejecutivo. Otros documentos que regulan el perdón 
en este país son el Código Penal, el Código Procesal Penal y la Ley Nacional 
de Ejecución Penal, que contienen disposiciones sobre la ejecución de la pena 
y los efectos de su extinción. En materia de discrecionalidad, la Constitución 
establece que el Legislativo puede conceder indultos “por votación no menor 
de las dos terceras partes de la totalidad de sus miembros, amnistía e indulto 
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generales por delitos políticos” (art. 121, numeral 21). Por su parte, el Código 
Procesal Penal establece que el Consejo de Gobierno debe consultar con el 
Instituto de Criminología y la Corte Suprema para poder conceder indultos. 
No se encontró ningún documento específico que regule las prohibiciones 
de delitos en materia de perdón.

En Ecuador la Constitución de 2008 (art. 147, numeral 18) otorga al presi-
dente la facultad de “indultar, rebajar o conmutar las penas, de acuerdo con la 
ley”. El Código Penal (arts. 72 y 74) regula el indulto como una causa de ex-
tinción de pena, y establece el proceso de solicitud. La Ley de Gracia de 1976 
(arts. 4o. y 6o.) exige un informe de la Corte Suprema en el proceso de con-
cesión, aunque este no es vinculante. En 2014 el Reglamento para la Conce-
sión de Indulto, Conmutación o Rebaja de Penas transfirió la responsabilidad 
del informe previo al Ministerio de Justicia, aunque nuevamente sin carácter 
vinculante (art. 6o.). Ecuador permite tanto el indulto particular como el ge-
neral, pero no a procesados. El indulto se restringe para delitos de homicidio 
y secuestro (Decreto núm. 461). Una reforma reciente (Ley Orgánica de Soli-
daridad Nacional, de junio de 2025, art. 14) introduce el “indulto con efecto 
diferido” para policías y militares involucrados en el conflicto armado inter-
no, y permite su otorgamiento en cualquier fase del proceso penal antes de la 
sentencia.

En El Salvador el perdón se determina por la Constitución y por la Ley 
Especial de Ocursos de Gracia (1998). La Constitución señala que correspon-
de a la Asamblea Legislativa “conceder indultos, previo informe favorable de la 
Corte Suprema de Justicia” (art. 131, numeral 26). Por su parte, el artículo 
17 de la Ley de 1988 señala que dicho informe no debe exceder el plazo de 60 
días. Asimismo, la Corte Suprema debe expresar las “razones morales, de justi-
cia o de equidad que favorecen el indulto”. En ese sentido, la discrecionalidad 
de la Asamblea se ve restringida por la Corte Suprema. En materia de delitos 
no existe un documento que restringa delitos específicos. No obstante, el ar-
tículo 244 de la Constitución señala que las responsabilidades civiles o pena-
les de los funcionarios públicos, civiles o militares no admitirán conmutación 
ni indulto.

En Guatemala la Constitución de 1985 no menciona el perdón. Del mis-
mo modo, no existe ninguna ley suprema ni ordinaria que autorice la conce-
sión de dicha prerrogativa. Así, el indulto sólo se encuentra regulado como 
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una forma de extinción de la pena en el artículo 102 del Código Penal. 
No obstante, la restitución del indulto suele ser un tema recurrente en la 
agenda política guatemalteca, junto con la propuesta de reactivar la pena 
de muerte.

En Honduras el perdón es una facultad presidencial regulada por la 
Constitución (art. 245, numeral 24) y la Ley de Indultos y Conmutas (Decreto 
núm. 136). En el caso de la conmutación de penas mayores, se solicita un in-
forme de la Corte Suprema de Justicia (art. 8, Decreto núm. 136). En materia 
de delitos, el Decreto núm. 136 prohíbe la concesión de indultos en los deli-
tos de parricidio, asesinato, infanticidio y robo seguido de homicidio (art. 3).

El perdón en México se regula por la Constitución, el Código Penal y la 
Ley de Amnistía. La Constitución señala que es una facultad del presidente 
“Conceder, conforme a las leyes, indultos a los reos sentenciados por delitos 
de competencia de los tribunales federales” (art. 89, numeral XIV). No se 
ha registrado algún tipo de control por parte de alguna institución que limite 
la discrecionalidad del presidente para ejercer esta prerrogativa. No obstante, 
sí existen límites en torno a los delitos susceptibles de indulto. Así, el Código 
Penal señala que se puede conceder indulto federal cuando no se relacione 
con delitos de “traición a la Patria, espionaje, terrorismo, sabotaje, genocidio, 
delitos contra la salud, violación, delito intencional contra la vida y secuestro, 
desaparición forzada, tortura y trata de personas, ni de reincidente por delito 
intencional” (art. 97). La reciente modificación del artículo 9o. de la Ley de 
Amnistía también confiere al presidente la facultad de “otorgar el beneficio 
de la amnistía de manera directa, sin sujetarse al procedimiento establecido 
en este ordenamiento”. En materia de delitos, en el Código Penal Federal 
se restringen los indultos a aquellas sentencias relacionadas con traición a la 
Patria, espionaje, terrorismo, sabotaje, genocidio, delitos contra la salud, vio-
lación, delito intencional contra la vida y secuestro, desaparición forzada, tor-
tura, trata de personas y reincidencia por delito intencional (art. 97).

En Nicaragua la Constitución vigente confiere al presidente de la Repú-
blica la atribución de conceder indultos (art. 125, numeral 17). No obstante, 
la legislación no presenta ningún tipo de control a la discrecionalidad del pre-
sidente; tampoco se identificaron restricciones en torno a tipos de delitos sus-
ceptibles del perdón. 

https://doi.org/10.22201/iij.24484873e.2026.176.20864
https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/


29 de 40

Boletín Mexicano de Derecho Comparado, 59(176), 2026, e20864
Hugo Steven Palacios Amorín. El perdón presidencial como prerrogativa lockeana: análisis comparado del diseño jurídico-institucional 
del indulto y la conmutación de pena en América Latina

e-ISSN: 2448-4873 | DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24484873e.2026.176.20864
Esta obra está bajo una Licencia Creative Commons Reconocimiento-NoComercial 4.0 Internacional

Por su parte, Panamá regula el perdón presidencial por medio de la Cons-
titución. Es importante señalar que la Constitución sólo permite los indultos 
por delitos políticos, mientras que la rebaja de penas y la libertad condicional 
sí pueden ser concedidas a reos por delitos comunes (art. 184, numeral 12). 
No se detectó ningún control sobre la discrecionalidad presidencial.

En Paraguay la Constitución de 1992 (art. 238, numeral 10) establece 
que el presidente puede “indultar o conmutar las penas impuestas por los 
jueces y tribunales, de conformidad con la ley, y con informe de la Corte 
Suprema de Justicia”. Se permite indulto particular y general, pero no para 
procesados. Aunque no hay restricciones específicas por tipo de delito, la Ley 
núm. 1285 (art. 1o.) exige haber cumplido al menos la mitad de la pena para 
conceder el indulto.

En Perú la Constitución de 1993 (art. 118, numeral 21) establece que el 
presidente puede “conceder indultos y conmutar penas, así como ejercer 
la clemencia ejecutiva a imputados cuya causa haya superado ciertos plazos 
procesales”. El Decreto Ley 25993 de 1992 asigna al Ministerio de Justicia, 
a través de la Comisión Permanente de Calificación de Indultos, la evaluación 
de expedientes y la propuesta de beneficiarios al presidente. En 1999 la Ley 
núm. 27234 trasladó la función de recomendación al Consejo Nacional 
de Derechos Humanos. Posteriormente, los Decretos Supremos 010-2004-
JUS y 004-2007-JUS crearon y ajustaron la Comisión de Indulto y Dere-
cho de Gracia por razones humanitarias, y establecieron que sus informes 
son ilustrativos y no vinculantes (art. 6o.). El Decreto Supremo 08-2010-JUS 
consolidó las comisiones sin alterar el carácter no vinculante de los informes, 
confirmado por el Reglamento de la Comisión de Gracias Presidenciales (art. 
23). El marco institucional peruano permite el indulto a procesados, conocido 
como Derecho de Gracia, regulado por la Constitución y el Código de Pro-
cedimientos Penales. Los delitos excluidos del indulto son el asesinato, tráfico 
ilícito de drogas, violación sexual de menores, prevaricato, secuestro, robo 
agravado, extorsión, sicariato, y delitos vinculados a organizaciones de nar-
cotráfico2 (Decreto Legislativo núm. 824; Leyes núm. 26630, 28704 y 28760; 
Decreto Legislativo 1181).

2  El artículo 21 del Decreto Legislativo núm. 824 específicamente restringe el indulto a “diri-
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La Constitución de República Dominicana establece como atribución 
presidencial la concesión de indultos. No obstante, establece la particulari-
dad de ser otorgados “los días 27 de febrero, 16 de agosto y 23 de diciembre 
de cada año” (art. 128, numeral 1, literal j). La normativa de este país no es-
pecifica ningún control sobre la discrecionalidad ni tampoco regula los delitos 
susceptibles de dicha prerrogativa presidencial.

En contraste, la Constitución de Uruguay señala como competencia 
de la Asamblea General “Conceder indultos por dos tercios de votos del to-
tal de componentes de la Asamblea General en reunión de ambas Cámaras” 
(art. 85, numeral 14). En ese sentido, el control se ejerce dentro del Poder Le-
gislativo por medio de la votación calificada.

En Venezuela el perdón presidencial se regula por la Constitución y la 
Ley de Conmutación de Penas por Extrañamiento del Territorio Nacio-
nal (1964). La normativa vigente no limita la discrecionalidad del presiden-
te. Se permite tanto el indulto particular como el general. Las restricciones 
por delito se establecen en la Resolución núm. 207, que excluye delitos de lesa 
humanidad, graves violaciones a los derechos humanos, crímenes de guerra 
y corrupción; mientras que el artículo 29 de la Constitución restringe el be-
neficio para delitos de violación de derechos humanos.

Para sistematizar la información presentada, la tabla 3 ofrece una compa-
ración de los dieciocho países de estudio respecto a cinco elementos: el titular 
de la facultad, las instituciones de perdón disponibles, la posibilidad de indulto 
a procesados, los mecanismos de control de la discrecionalidad y los delitos ex-
cluidos. Esta sistematización permite identificar de manera integrada los prin-
cipales elementos resaltados en el análisis normativo de cada país con respecto 

gentes, jefes y cabecillas de las bandas u organizaciones denominadas “firmas” o “cárteles”, 
dedicados al tráfico ilícito de drogas”.
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al ejercicio del perdón presidencial, así como las similitudes y diferencias sobre 
dicha prerrogativa en la región.

Tabla 3. Principales características del perdón presiden-
cial en las constituciones vigentes de América Latina

País Titular de la 
facultad

Instituciones de 
perdón

Indulto a 
procesados

Control de la 
discrecionalidad Delitos excluidos

Argentina
Presidente 

de la 
República

Indulto (parti-
cular y general) 
/ conmutación 
de pena

No

Informe previo 
de los tribuna-
les correspon-
dientes

Delitos de lesa 
humanidad

Bolivia
Presidente 

de la 
República

Indulto (parti-
cular y general) 
/ conmuta-
ción de pena / 
amnistía

No

Requiere 
aprobación 
de la 
Asamblea 
Legislativa 
Plurinacional

Terrorismo, fi-
nanciamiento 
de terrorismo, 
asesinato, trai-
ción a la patria, 
separat i smo 
y espionaje

Brasil

Presidente 
de la 

República

Indulto (parti-
cular y general) 
/ conmutación 
de pena

No

Informe previo 
no vinculan-
te del Consejo 
Nacional de Po-
lítica Criminal 
y Penitenciaria 
(CNPCP)

Tortura, tráfi-
co ilícito de es-
tupefacientes, 
t e r r o r i s m o 
y  cr ímenes 
h e d i o n d o s , 
e p i d e m i a 
con resulta-
do de muerte, 
falsificación, 
c o r r u p c i ó n 
y adulteración 
de productos 
terapéuticos 
o medicinales

Chile
Presidente 

de la 
República

Indulto (parti-
cular)/ conmu-
tación de pena

No
No presenta 
restricciones 
específicas
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Colombia
Presidente 

de la 
República

Indulto (parti-
cular)/ conmu-
tación de pena

Sí

Informe pre-
sidencial pre-
vio remitido 
al Congreso

delitos 
comunes

Costa 
Rica

Consejo 
de Gobierno 
/ Asamblea 
legislativa

Indulto (parti-
cular y general) 
/ conmuta-
ción de pena / 
amnistía

No

C o n s e j o 
de Gobierno 
debe consultar 
con el Instituto 
de Criminolo-
gía y la Corte 
Suprema

No presenta 
restricciones 
específicas

Ecuador

Presidente 
de la 

República / 
Asamblea 
Nacional

Indulto (parti-
cular y general) 
/ conmutación 
de pena / in-
dulto con efec-
to diferido

No

Informe previo 
no vinculante 
del Ministerio 
de Justicia

H o m i c i d i o , 
secuestro

El 
Salvador

Asamblea 
Legislativa

Indulto (par-
ticular) / con-
m u t a c i ó n 
de pena / 
amnistía

No

Informe previo 
favorable de la 
Corte Supre-
ma de Justicia

No presenta 
restricciones 
específicas

Guatemala Ninguno – – – –

Honduras
Presidente 

de la 
República

Indulto (par-
ticular) / con-
m u t a c i ó n 
de pena

No

Se  so l i c i t a 
un infor me 
de la Corte Su-
prema de Jus-
ticia en caso 
de la conmuta-
ción de penas 
mayores

P a r r i c i d i o , 
asesinato, in-
f a n t i c i d i o , 
y robo seguido 
de homicidio
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México
Presidente 

de la 
República

Indulto / con-
m u t a c i ó n 
de pena / 
amnistía

No
No presenta 
restricciones 
específicas

Traición a la 
Patria, espio-
naje, terroris-
mo, sabotaje, 
genocidio, de-
l i tos contra 
la salud, vio-
lación, deli-
to intencional 
contra la vida 
y secuestro, 
desaparición 
forzada, tor-
tura y trata 
de personas

Nicaragua
Presidente 

de la 
República

Indulto No
No presenta 
restricciones 
específicas

No presenta 
restricciones 
específicas

Panamá
Presidente 

de la 
República

Indulto / con-
m u t a c i ó n 
de pena

No
No presenta 
restricciones 
específicas

E l  i n d u l -
to se restrin-
ge a delitos 
políticos

Paraguay
Presidente 

de la 
República

Indulto (parti-
cular y general) 
/ conmutación 
de pena

No
informe de la 
Corte Supre-
ma de Justicia

No presenta 
restricciones 
específicas

Perú
Presidente 

de la 
República

Indulto / con-
m u t a c i ó n 
de pena / de-
recho de gracia

Sí

Informe previo 
no vinculante 
de la Comisión 
de  Grac ias 
Presidenciales

A s e s i n a t o , 
tráfico ilícito 
de drogas, vio-
lación sexual 
de menores, 
prevar icato, 
secuestro, robo 
a g r a v a d o , 
e x t o r s i ó n , 
sicariato, y de-
litos vinculados 
a organizacio-
nes de narco-
tráfico
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República 
D o m i n i -
cana

Presidente 
de la 

República
Indulto No

No presenta 
restricciones 
específicas

No presenta 
restricciones 
específicas

Uruguay Asamblea 
General

I n d u l t o  /
amnistía No

Los indultos 
se conceden 
por dos tercios 
de votos del to-
tal de compo-
nentes de la 
Asamblea Ge-
neral en reu-
nión de ambas 
Cámaras

No presenta 
restricciones 
específicas

Venezuela
Presidente 

de la 
República

Indulto (parti-
cular y general) 
/ conmutación 
de pena

No
No presenta 
restricciones 
específicas

Lesa huma-
nidad, graves 
v i o l a c i o n e s 
a los DDHH, 
c r í m e n e s 
d e  g u e r r a 
y corrupción

Fuente: elaboración propia.

En síntesis, la revisión de la normativa sobre perdón presidencial demues-
tra que los países de América Latina poseen un amplio margen de discrecio-
nalidad en su aplicación. Los gobiernos, salvo excepciones, ejercen el control 
desde el propio Poder Ejecutivo mediante entidades del Ministerio de Jus-
ticia, los cuales emiten informes previos o posteriores que no son vinculan-
tes para la decisión final del presidente. Un factor común es la prohibición 
de indultos y conmutaciones en delitos establecidos por el Estatuto de Roma 
(genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y crimen 
de agresión) (art. 5, numeral 1). Además, casi todos los países prohíben el in-
dulto a procesados. Otro punto en común es la carencia de una ley gene-
ral de indultos y conmutaciones que regule el ejercicio de esta prerrogativa 
presidencial. Esta ausencia normativa favorece la aparición de casos contro-
versiales que cuestionan la legalidad del perdón presidencial. Frente a ello, 
la impugnación por inconstitucionalidad y el resurgimiento de posturas abo-
licionistas han sido las principales herramientas de control frente al abuso 
del perdón presidencial.
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V. Conclusiones

El perdón presidencial en América Latina se consolidó como una prerroga-
tiva lockeana de poder discrecional y excepcional orientado al bien público. 
La institución del perdón se desarrolló al ritmo de los cambios políticos y de 
las redefiniciones de equilibrios de poderes en las nacientes republicanas lati-
noamericanas. Así, durante el siglo XIX, el perdón —si bien fue una institu-
ción predominante del Poder Legislativo— alternó como una facultad tanto 
legislativa como ejecutiva en las constituciones de los países latinoamericanos. 
No obstante, durante el siglo XX la mayoría de los países adoptó el perdón 
como una facultad presidencial, lo que refleja la consolidación del presiden-
cialismo en la región. El siglo XX también fortaleció los mecanismos de con-
trol sobre la facultad del perdón. Así, varios diseños institucionales exigieron 
informes judiciales o establecieron límites que buscaron insertar esta prerro-
gativa dentro de la lógica del Estado de derecho.

El análisis de derecho comparado demuestra que en la actualidad 
los marcos jurídicos otorgan un amplio margen de discrecionalidad a los pre-
sidentes para conceder el perdón. Los países de la región ejercen el control 
del indulto principalmente desde el propio Poder Ejecutivo. Las comisiones 
o consejos encargados de emitir informes suelen limitarse a funciones con-
sultivas, sin capacidad real de limitar una decisión presidencial. Por ende, 
los presidentes gozan de un alto nivel de discrecionalidad, incluso en aquellos 
Estados que exigen informes previos, pues estos carecen de un carácter vincu-
lante. La discrecionalidad también se observa en el amplio espectro de delitos 
susceptibles de perdón, así como en la capacidad para indultar procesados, 
como en los casos de Colombia y Perú. Del mismo modo, se concluye que la 
región mantiene un consenso normativo sobre la prohibición del perdón 
en delitos graves contemplados en el Estatuto de Roma.

Uno de los principales problemas es la ausencia de marcos legales inte-
grales que regulen el ejercicio del perdón en América Latina. Los países la-
tinoamericanos no cuentan con leyes generales de indultos y conmutaciones 
que regulen de manera uniforme el ejercicio de esta prerrogativa presiden-
cial. La falta de regulación específica y la debilidad de los controles institucio-
nales favorecen el surgimiento de casos controversiales. Estos casos generan 
tensiones entre los poderes del Estado, afectan la confianza ciudadana y po-
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nen en cuestión la legitimidad del indulto presidencial. Las democracias de la 
región recurren principalmente a la impugnación por inconstitucionalidad 
como mecanismo de control frente al mal uso del perdón. Este mecanismo, 
junto con el surgimiento de posturas abolicionistas, constituyen las principales 
vías para cuestionar decisiones consideradas arbitrarias.

El análisis comparado a nivel regional evidencia que el perdón pre-
sidencial opera en un espacio tensionado entre prerrogativa y Estado 
de derecho. Esta tensión persiste porque la discrecionalidad presidencial 
no siempre se acompaña de controles adecuados, delimitaciones claras o cri-
terios objetivos. El panorama normativo actual exige fortalecer los mecanis-
mos de supervisión y clarificar los límites del perdón para evitar decisiones 
que comprometan el interés público. Solo así se podrá equilibrar adecua-
damente la facultad presidencial con los principios acordes con el Estado 
de derecho que caracteriza a la mayoría de los países latinoamericanos. 
La justificación del perdón depende de su contribución al bien público, no de 
la sola voluntad presidencial. Si el indulto promueve intereses particulares, 
vulnera el Estado de derecho y pierde legitimidad, según el concepto de pre-
rrogativa lockeana.

Reformas recientes, como la modificación de la Ley de Amnistía en Mé-
xico y la introducción del indulto con efecto diferido en Ecuador, han re-
activado las discusiones doctrinarias en torno a la naturaleza y los límites 
de la prerrogativa presidencial. Estas innovaciones normativas no sólo am-
plían el ámbito de discrecionalidad del Ejecutivo, sino que también eviden-
cian la persistente tensión entre la excepcionalidad del perdón y las exigencias 
del Estado de derecho. En consecuencia, tales medidas reabren el debate so-
bre la necesidad de establecer criterios más precisos y controles más robustos 
que garanticen que el ejercicio de esta facultad extraordinaria se manten-
ga dentro de parámetros compatibles con el interés público y la separación 
de poderes. En este contexto, los planteamientos abolicionistas aportan poco 
al debate, en tanto omiten el rol indispensable en la atención de casos huma-
nitarios y en la resolución de situaciones excepcionales que el derecho penal 
no puede prever adecuadamente. Por ende, el desafío consiste en perfeccio-
nar los mecanismos de control para asegurar un ejercicio legítimo y propor-
cional de esta facultad extraordinaria.
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El análisis comparado desarrollado en este trabajo permite identificar, a su 
vez, una agenda de investigación pendiente en este campo de estudio. La siste-
matización de los dieciocho ordenamientos jurídicos estudiados revela patrones 
diferenciados en el ejercicio del perdón, que sugieren la posibilidad de construir 
una tipología o clasificación del indulto y la conmutación de pena en América 
Latina. Sin embargo, tal empresa requeriría un marco teórico previo que defi-
na los criterios e indicadores a partir de los cuales establecer categorías concep-
tuales sólidas —ya sea por niveles de discrecionalidad, densidad de controles 
institucionales u otras dimensiones relevantes—. La elaboración de dicha tipo-
logía constituye, por tanto, una línea de investigación prometedora que podría 
profundizar y sistematizar los hallazgos aquí presentados.
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